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  Administración Local 

  AYUNTAMIENTO DE CHAUCHINA 

  Administración 
 

 

EXPTE 431/2026 APROBACIÓN DEFINITIVA ORDENANZA 
MUNICIPAL REGULADORA DE LAS ATENCIONES BENÉFICAS 
SOCIALES DEL AYUNTAMIENTO DE CHAUCHINA 
APROBACIÓN DEFINITIVA ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE LAS ATENCIONES BENÉFICAS 

SOCIALES DEL AYUNTAMIENTO DE CHAUCHINA 

 

Área funcional: Ordenanzas y Reglamentos 
Dpto: Ordenanzas locales-gubernativas 
Expte: 431/2026 
Asunto: Ordenanza reguladora de las atenciones benéficas sociales del Ayuntamiento de Chauchina 

 
ANUNCIO 

 
D. Jesús Fernández Moreno, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Chauchina (Granada), HACE SABER:  
 
Que finalizado el periodo de exposición pública del acuerdo inicial adoptado por el Pleno del Ayuntamiento de 

Chauchina, celebrado en sesión ordinaria de fecha 26 de marzo de 2026, sobre la aprobación inicial de la ordenanza 
municipal reguladora de las atenciones benéficas sociales del Ayuntamiento de Chauchina, el cual ha 
permanecido expuesto al público por plazo de treinta días hábiles, contados desde el día siguiente a su publicación en 
el BOP de Granada nº 155, de 13 de agosto de 2026. 

Resultando que, dentro del plazo de exposición pública, no se han presentado reclamaciones, por lo que dicho 
acuerdo se entiende definitivamente aprobado, según lo establecido en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local.  

Dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 70.2 de la mencionada Ley 7/1985, de 2 de abril, se hace público 
el acuerdo plenario de aprobación inicial elevado a definitivo por ausencia de alegaciones y el texto íntegro de la 
aprobación de la ordenanza citada anteriormente, cuyo contenido es el siguiente: 

 
ANTECEDENTES 

 
Vista la providencia de incoación de expediente para la aprobación de una Ordenanza reguladora de las atenciones 

benéficas sociales del Ayuntamiento de Chauchina. 
Visto el primer informe emitido por Secretaría, de fecha 16 de marzo de 2026, sobre los aspectos generales 

sustantivos y el procedimiento a seguir para la elaboración y aprobación de la Ordenanza. 
Emitida Memoria de Impacto Normativo y redactada la propuesta de Ordenanza. 
Emitido informe favorable por la Dependencia de Servicios Sociales del Ayuntamiento, con fecha 17 de marzo de 

2026. 
Visto el informe de la Secretaría General del Ayuntamiento de fecha 17 de marzo de 2026 sobre la propuesta de 

aprobación de la Ordenanza, emitido con arreglo al art. 3 del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento de Régimen Jurídico de los funcionarios de Administración local con habilitación de carácter 
nacional. 

Vistos los informes de control financiero y sobre reglas fiscales de la Intervención Municipal de fecha 17 de marzo 
de 2026. 

 
CONSIDERACIONES LEGALES DE APLICACIÓN 

 
PRIMERA: Legislación aplicable general para la modificación de la Ordenanza fiscal: 
— Los artículos 22.2.d), 25, 49 y 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
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— Los artículos 128 al 131 y 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, con arreglo a STS nº 108/2023, de 31 de enero (Recurso de casación núm. 4791/2021 
y STC 55/2018, de 24 de mayo. 

—  Los artículos 55 y 56 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril. 

—  El artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno [en todo aquello que sea adaptable a la 
Administración Local]. 

—  El artículo 7.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno. 

 
SEGUNDA: Ejercicio de la potestad reglamentaria municipal y principios de buena regulación: La propuesta 

de elaboración y aprobación de la presente Ordenanza supone una expresión de la autonomía local y, dentro de esta, 
la potestad normativa. 

 En atención a ello y a las potestades reglamentarias y de autoorganización conferidas a las Entidades Locales por 
el artículo 4.1, en su letra a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, será posible 
aprobar la presente norma, atribución que viene conferida al Pleno, conforme dispone el artículo 22.2.d) de la citada 
Ley. 

 El procedimiento de elaboración y aprobación de las normas reglamentarias municipales viene determinado por el 
artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. Ello sin perjuicio de la aplicación 
de los principios de buena regulación contenidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, PAC, aplicables de manera 
supletoria con arreglo al art. 149.3 de la Constitución Española, al haber quedado desprovistos de su carácter básico 
con arreglo a la STC 55/2018, de 24 de mayo. 

 Así las cosas, la iniciativa normativa viene justificada por una razón de interés general, basada en una identificación 
clara de los fines perseguidos y ser el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. 

 En virtud del principio de proporcionalidad, la iniciativa propuesta contiene la regulación imprescindible para 
atender la necesidad a cubrir con la norma, tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, 
o que impongan menos obligaciones a los destinatarios. 

 La iniciativa normativa se ejerce de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico. Cuando en materia 
de procedimiento administrativo la iniciativa normativa establezca trámites adicionales o distintos a los contemplados 
en esta Ley, éstos deberán ser justificados atendiendo a la singularidad de la materia o a los fines perseguidos por la 
propuesta. 

  
TERCERA: Aspectos sustantivos de la Ordenanza reguladora de las atenciones benéficas sociales del 

Ayuntamiento de Chauchina: De conformidad con la disposición adicional primera de la Ley 1/2014, de 24 de junio, 
de Transparencia Pública de Andalucía, que trae razón de la disposición adicional segunda de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, “Revisión y simplificación normativa”, “1. 
Todas las administraciones públicas andaluzas habrán de acometer una revisión, simplificación y, en su caso, una 
consolidación normativa de sus ordenamientos jurídicos. Para ello, habrán de efectuar los correspondientes estudios, 
derogar las normas que hayan quedado obsoletas y determinar, en su caso, la necesidad de introducir modificaciones, 
novedades o proponer la elaboración de un texto refundido, de conformidad con las previsiones constitucionales y 
legales sobre competencia y procedimiento a seguir, según el rango de las normas que queden afectadas”. 

Se justifica por la Alcaldía en la providencia de incoación que el Ayuntamiento de Chauchina, en el ejercicio de las 
competencias que le atribuye el artículo 25.2.e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, en materia de prestación de servicios sociales y atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión 
social, concede ayudas de emergencia social (atenciones benéficas) con cargo al Presupuesto General Municipal y de 
acuerdo con la gestión realizada por los Técnicos de Servicios Sociales de este Ayuntamiento.  

Con estas ayudas se pretende dar respuesta a situaciones de emergencia social con el fin de prevenir otras 
situaciones de exclusión más permanentes. El objetivo es incrementar las respuestas de protección social ante el 
impacto que la crisis ha provocado en quienes se encontraban en situación de vulnerabilidad socio económica, que 
son los que arrastran y arrastrarán con mayor gravedad sus efectos y que presentan grandes dificultades para cubrir 
sus necesidades básicas y para hacer frente a sus obligaciones familiares. 

Por ello se considera necesario establecer un marco regulador estable para la concesión de ayudas económicas 
destinadas a atender situaciones de emergencia y necesidad social de las personas y familias residentes en el 
municipio. 

 
CUARTA: Procedimiento para la elaboración y aprobación de la Ordenanza: 
 
1.- Justificación de la omisión del trámite de consulta pública: Respecto a la consulta pública establecida en 

el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas -LPACAP-, no resultó afectado por la STC de 24 de mayo de 2018. En el presente caso, puede apreciarse 

P
ág

in
a 

2
 d

e 
1

2
P

ág
in

a 
6

2
 d

e 
un

 t
o

ta
l d

e 
9

8
C

V
E

: B
O

P
-G

R
A

-2
0

2
6

-1
9

2
0

0
9

N
º 

1
9

2
 -

 lu
ne

s 
0

5
 d

e 
o

ct
ub

re
 d

e 
2

0
2

6



Bo
le

tín
 O

fi
ci

al
 d

e 
la

 P
ro

vi
nc

ia
 G

ra
na

da

que la propuesta de Ordenanza, si bien supondría un efecto positivo en las personas beneficiarias de la atención 
benéfica social, no conllevaría un impacto significativo en la actividad económica del Municipio. Además de ello, con la 
aprobación de la presente Ordenanza no se imponen obligaciones relevantes en las personas destinatarias, sino 
únicamente la acreditación de los requisitos normativos para la obtención de su condición de beneficiarias. Igualmente 
debe atenderse que, con la aprobación plenaria de las bases reguladoras, no habría una regulación sustantiva de una 
materia o sector de actividad, sino que el impacto jurídico normativo es mínimo. 

De todo ello deriva que en el presente caso podría omitirse la consulta pública. 
 
2.- Propuesta-borrador del proyecto normativo: Evacuado el trámite de consulta pública, se ha propuesto por el 

centro directivo competente una propuesta de texto de la Ordenanza reguladora. 
 
3.- Innecesariedad de Información pública y audiencia sobre el proyecto normativo (art. 133.2 LPAC), previo 

a la aprobación inicial plenaria: 
El artículo 133.2 LPAC, indica que: 
<<2. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la norma afecte a los derechos 

e intereses legítimos de las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el portal web correspondiente, 
con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y recabar cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse 
por otras personas o entidades. Asimismo, podrá también recabarse directamente la opinión de las organizaciones o 
asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses legítimos se 
vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación directa con su objeto. 

3. La consulta, audiencia e información públicas reguladas en este artículo deberán realizarse de forma tal que los 
potenciales destinatarios de la norma y quienes realicen aportaciones sobre ella tengan la posibilidad de emitir su 
opinión, para lo cual deberán ponerse a su disposición los documentos necesarios, que serán claros, concisos y reunir 
toda la información precisa para poder pronunciarse sobre la materia>>. 

Dicho precepto resultó afectado y declarado contrario al orden constitucional de competencias, por la STS 55/2018, 
de 24 de mayo. Por consiguiente, queda desprovisto de su carácter de legislación básica y solo resultaría de aplicación 
supletoria por la vía del artículo 149.3 CE. No obstante, existe un procedimiento especial, establecido por el legislador 
básico de régimen local para la elaboración y aprobación de las Ordenanzas locales, recogido en el artículo 49 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, que contempla más ampliamente la información 
pública, por cuanto queda ampliada a 30 días como mínimo. 

A esta argumentación se une lo determinado por los Tribunales. La Sentencia del TSJ Castilla y León de 14 de 
junio de 2018, al analizar el incumplimiento del requisito de participación ciudadana en la elaboración de la ordenanza 
fiscal, entiende que: 

“La ausencia de dicho trámite de información pública no puede considerarse como causa de nulidad de pleno 
derecho de la Ordenanza, al tener meros efectos internos de preparación de la redacción de proyectos de Ordenanzas, 
no teniendo que ser las opiniones que se manifestasen ni admitidas ni siquiera contestadas, careciendo de efecto 
vinculante alguno, sin perjuicio de que la actividad regulada no tiene impacto significativo en la actividad económica 
dada que se trata de una tasa por servicios que ya se venían prestando y abonando por los vecinos en su calidad de 
usuarios de los distintos servicios.” 

En el mismo sentido se manifiesta el TSJ Asturias en su Sentencia de 28 de enero de 2019 al entender que: 
“…respecto a la falta del trámite de Audiencia e Información Pública (art. 133.2 LPAC), ha de indicarse que el 

trámite legalmente exigible para el caso aquí examinado es el previsto en los arts. 49 de la LBRL y 17 del TRLHL, el 
cual ha sido observado por el Ayuntamiento de Oviedo, tal y como se desprende del examen de la documentación 
obrante a los folios 430 a 449 del Expediente Administrativo.” 

También en el mismo sentido se pronuncia el TSJ Galicia en su Sentencia de 14 de febrero de 2020, al considerar 
que: 

“…según informe de la Dirección General de Tributos de 19 de enero de 2018, sobre el impacto de la Ley 39/2015 
en el procedimiento de aprobación de las ordenanzas fiscales, el trámite de consulta previa establecido en el artículo 
133 de la Ley 39/2015, en la medida en que no tiene equivalente en el TRLRHL, dado el carácter ex novo del mismo, 
no puede considerarse incluido en el trámite de participación ciudadana regulado en el artículo 17 del TRLRHL, pues 
son dos trámites distintos y que se realizan en dos momentos y formas diferentes, por lo que se concluye que en el 
procedimiento de aprobación de ordenanzas fiscales debe incluirse el trámite de consulta pública previa regulado en 
el artículo 133 de la Ley 39/2015. Ahora bien, en el propio informe se excluye dicho trámite, al amparo del apartado 4, 
para los casos de modificación de una ordenanza fiscal ya aprobada con anterioridad, por tratarse de una regulación 
parcial de la materia. Criterio que sería aplicable al caso de autos en el que se siguió el procedimiento del artículo 17 
TRLHL que, desde luego, colma la finalidad de participación ciudadana que inspira los trámites previstos en la LPAC 
ex novo, por lo que su omisión en ningún caso sería merecedora de una consecuencia como la postulada por la 
sociedad demandante: la nulidad de pleno derecho de la modificación operada.En igual sentido, sentencias del TSJ de 
Castilla León de 14 de junio de 2018, recurso 574/2018 (FJ 3º), o TSJ de Asturias de 28 de enero de 2019, recurso 
144/2018, (FJ 7º).” 
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Cabe concluir, por tanto, que el trámite de información pública contemplado en la LPAC, viene provisto con carácter 
específico por la LRBRL, por lo que no resulta de aplicación. 

 
4.- Informes de la dependencia afectada y del funcionariado de habilitación nacional, al objeto de velar por 

la legalidad formal y material y repercusión económico-financiera de la propuesta normativa: 
 
- Emitido Informe favorable de Servicios Sociales (artículo 172 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, 

ROF). 
- Emitido Informe por Secretaría a los efectos previstos en el art. 3.3.d.1º del RD 128/2018, de 16 de marzo, citado. 
- Emitido Informe de control interno de Intervención, en su modalidad de control financiero, así como sobre las 

reglas fiscales, con arreglo al Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control 
interno en las entidades del Sector Público Local (al afectar a materia económico-financiera y con repercusión 
presupuestaria y, en su caso, a la estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de la Entidad).  

 
5.- Fase plenaria de aprobación de la Ordenanza/Reglamento, que incluye información pública por el 

legislador básico de régimen local: 
A resultas de dichos informes, y elaborado el texto de la norma, opera lo dispuesto en el artículo 49 de la LRBRL. 

Por lo que previo dictamen de Comisión informativa de Asuntos de Pleno, se somete a aprobación del Pleno, con 
exposición en el Tablón de Anuncios de la Entidad, 30 días como mínimo, para que las personas interesadas puedan 
presentar reclamaciones que estimen oportunas. El Ayuntamiento deberá publicar en el BOP de Granada, anuncio de 
la exposición al público. 

Finalizado el período de exposición pública, el Ayuntamiento adoptará el acuerdo definitivo que proceda, 
resolviendo las reclamaciones que se hubieran presentado y aprobando la redacción definitiva de la ordenanza. En el 
caso de que no se hubieran presentado reclamaciones, se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo, hasta 
entonces provisional, sin necesidad de acuerdo plenario. 

En todo caso, los acuerdos definitivos a que se refiere el apartado anterior, incluyendo los provisionales elevados 
automáticamente a tal categoría, y el texto íntegro de la Ordenanza, habrá de ser publicado en el boletín oficial de la 
provincia, sin que entren en vigor hasta que se haya llevado a cabo dicha publicación, de conformidad con el artículo 
70.2 de la Ley 7/1985, citada. 

 
A la vista de todo lo expuesto, se eleva al Ayuntamiento Pleno, previo dictamen de la Comisión Informativa de 

Asuntos de Pleno, la siguiente, PROPUESTA DE ACUERDO: 
 
PRIMERO: Aprobar con carácter inicial la Ordenanza reguladora de las atenciones benéficas sociales del 

Ayuntamiento de Chauchina, cuyo texto se incorpora al final del presente acuerdo. 
 
SEGUNDO: Someter el expediente a información pública y audiencia a los interesados por el plazo de 30 días para 

la presentación de reclamaciones y sugerencias, mediante publicación de este acuerdo en el Tablón de Anuncios de 
la Sede Electrónica y en el Boletín Oficial de la Provincia, conforme a lo establecido en el artículo 49 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

 
TERCERO: En el supuesto de que no se presentaran reclamaciones, la Ordenanza se considerará aprobada 
definitivamente de forma automática, debiendo publicarse el texto íntegro en el Tablón de Anuncios y en el Portal de 
Transparencia, ambos de la Sede Electrónica Municipal, y en el Boletín Oficial de la Provincia de Granada. 
 
 
 
 
 
ORDENANZA REGULADORA DE LAS ATENCIONES BENÉFICAS SOCIALES DEL AYUNTAMIENTO DE 
CHAUCHINA 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
I.- Fundamento y finalidad de las ayudas municipales de emergencia social 
 
Los Servicios Sociales generales constituyen el primer nivel del Sistema Público de Servicios Sociales y 

proporcionan una atención que tiene por objeto favorecer el acceso a los recursos de los sistemas de bienestar social, 
generando alternativas a las carencias o limitaciones en la convivencia, favoreciendo la inclusión social y promoviendo 
la cooperación y solidaridad social en un determinado territorio. 
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El Ayuntamiento de Chauchina, en el ejercicio de las competencias que le atribuye el artículo 25.2.e) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en materia de prestación de servicios sociales y 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, considera necesario establecer un marco 
regulador estable para la concesión de ayudas económicas destinadas a atender situaciones de emergencia y 
necesidad social de las personas y familias residentes en el municipio. 

Con estas ayudas se pretende dar respuesta a situaciones de emergencia social con el fin de prevenir otras 
situaciones de exclusión más permanentes. El objetivo es incrementar las respuestas de protección social ante el 
impacto que la crisis ha provocado en quienes se encontraban en situación de vulnerabilidad socio económica, que 
son los que arrastran y arrastrarán con mayor gravedad sus efectos y que presentan grandes dificultades para cubrir 
sus necesidades básicas y para hacer frente a sus obligaciones familiares. 

La exclusión y la vulnerabilidad social deben entenderse desde un punto de vista multidimensional que hace 
referencia a las relaciones sociales, protección social, salud, educación, empleo o vivienda, entre otros. Por tanto, estas 
situaciones requieren una intervención integral en la que se tengan en cuenta aspectos de toda índole: sociales, 
sanitarios, educativos, vivienda, de competencias, etc. 

La Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, establece en su Título II, Capítulo I, artículo 
24, que “El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía es el conjunto de servicios, recursos y prestaciones de 
las Administraciones Públicas de Andalucía orientados a garantizar el derecho de todas las personas en Andalucía a 
la protección social, la promoción social y la prevención en los términos recogidos en el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, en esta Ley y en el resto de la normativa vigente en la materia”. En su artículo 5.h) expone como uno de los 
objetivos de la política de servicios sociales de Andalucía “garantizar la cobertura de la necesidad básica de integración 
social y prevenir y atender adecuadamente las situaciones de vulnerabilidad de las personas, de las unidades familiares 
y de los grupos en situación de exclusión social o en riesgo de estarlo, y promover su inclusión social”. En su artículo 
28.6, sobre las Funciones de servicios sociales comunitarios, establece entre otras, “la atención a situaciones de 
urgencia o emergencia social”. A su vez esta norma, en el Capítulo IV sobre las prestaciones de los servicios sociales, 
en su artículo 42 apartado 2.d), recoge “la atención inmediata en situaciones de urgencia y emergencia social”. 

Por razones de interés público, social y humanitario, las ayudas que se regulan en la presente Ordenanza tienen 
la naturaleza de subvenciones de concesión directa conforme al artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones. 

 
II. Justificación de los principios de buena regulación. 

 
En cumplimiento de la exigencia del artículo 130 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas -LPACAP-, de revisar periódicamente las normas vigentes para 
adaptarlas a los principios de buena regulación y para comprobar la medida en que las normas en vigor han conseguido 
los objetivos previstos y si estaba justificado y correctamente cuantificado el coste y las cargas impuestas en ellas. 

Se trata de una Ordenanza municipal con justificación normativa queda efectuada con arreglo a la competencia 
municipal para su otorgamiento, de conformidad con la autonomía local y su potestad reglamentaria y de 
autoorganización (artículo 4.1.a de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local). 

La vigencia de la presente Ordenanza es indefinida. 
La presente Ordenanza da cumplimiento a los principios de regulación contenidos en el artículo 129 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En virtud de los 
principios de necesidad y eficacia, la presente iniciativa normativa queda justificada por razón de interés general, en 
tanto que la regulación de la transparencia y la información pública queda enmarcada en una potestad reglamentaria 
municipal (art. 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local). La identificación clara 
de los fines perseguidos queda cumplimentada, igualmente, con la presente Ordenanza.  

En virtud del principio de proporcionalidad, la presente Ordenanza contiene la regulación imprescindible para 
atender la necesidad a cubrir con la norma, en ejercicio de la potestad local reglamentaria y de autoorganización 
amparada en el artículo 4.1.a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.  

A fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, la presente Ordenanza queda encuadrada en el ordenamiento 
jurídico, respetándose e, incluso, ampliándose, el marco normativo y de servicios estatal y andaluz en materia de 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social.  

Con la presente norma local no se establecen trámites adicionales o distintos a los contemplados en la normativa 
básica de procedimiento administrativo común. 

En aplicación del principio de transparencia, este Ayuntamiento posibilitará su acceso universal y los documentos 
propios de su proceso de elaboración, en los términos establecidos en el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

En aplicación del principio de eficiencia, con la presente Ordenanza, no se incrementan cargas administrativas.  
Con la presente iniciativa normativa se da cumplimiento a los trámites procedimentales relacionados con la 

participación ciudadana, tanto los previstos con carácter general en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
PAC, como la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la 
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Ley 1/2014, de Transparencia de Andalucía y la Ley 7/2017, de 27 de diciembre, de Participación Ciudadana de 
Andalucía. 

Con la presente Ordenanza no se amplían las obligaciones determinadas por la legislación vigente.  
La exigibilidad de información pública y audiencia determinada por el artículo 133 de la Ley 39/2015, queda 

garantizada en el ámbito local, por la previsión de dichos trámites en el procedimiento propio de la elaboración y 
aprobación de las Ordenanzas locales, tanto las gubernativas (artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, RBRL).  

 
En virtud de lo anterior, y a propuesta de los Servicios Sociales Comunitarios, el Pleno del Ayuntamiento aprueba 

la siguiente Ordenanza. 
 

TÍTULO I. CUESTIONES GENERALES DE LAS AYUDAS 
 
Artículo 1. Objeto. 
 
La presente Ordenanza tiene por objeto la regulación del procedimiento de concesión de las Atenciones Benéficas 

Sociales en el Municipio de Chauchina. Con estas Ayudas de Emergencia Social se pretende apoyar a aquellas 
personas y familias que carecen de recursos económicos para afrontar necesidades básicas con relación a la 
alimentación, vestido, productos de primera necesidad y atención sanitaria no cubiertas por los diferentes sistemas 
públicos. Así como evitar las consecuencias físicas, psíquicas y sociales que la carencia de recursos económicas 
suficientes provoca y que afectan al normal desenvolvimiento de las personas en sociedad. 

 
Artículo 2. Naturaleza jurídica. 
 
Las ayudas reguladas en esta Ordenanza tienen la naturaleza de subvenciones de concesión directa por razones 

de interés social y humanitario, de conformidad con el artículo 22.2.c) de la Ley General de Subvenciones. 
 
Artículo 3. Ámbito de aplicación. 
 
1. El ámbito territorial de aplicación de la presente Ordenanza es el Término Municipal de Chauchina. El ámbito 

funcional es la atención de situaciones de necesidad básica de carácter urgente. 
2. Son titulares del derecho a acceder al sistema de servicios sociales y por consiguiente del derecho de acceder 

a las ayudas de urgencia o emergencia los españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la Unión 
Europea y los extranjeros residentes, siempre que se hallen empadronados en este municipio. El resto de personas 
que carezcan de la nacionalidad española deberán estar a lo establecido en la legislación estatal sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, en los tratados internacionales y en los convenios que 
se establezcan con el país de origen. En todo caso, las personas que se encuentren en esta localidad en una situación 
de urgencia personal, familiar o social, podrán acceder a aquellas prestaciones del sistema de servicios sociales que 
permitan atender dicha situación. Esta situación será valorada por profesionales municipales de servicios sociales en 
función de su gravedad, precariedad y perentoriedad. 

3. Será requisito de acceso a las ayudas el no disponer de recursos propios suficientes para cubrir la necesidad 
objeto de la ayuda solicitada, careciendo de bienes inmuebles o muebles de importancia, exceptuando la vivienda de 
uso habitual, cuya valoración, posibilidad de venta o cualquier otra forma de explotación, indiquen de manera notoria 
la existencia de medios materiales suficientes para atender por sí mismo la necesidad para la que demanda la ayuda. 

 
Artículo 4. Definición. 
 
1. Se consideran ayudas de urgencia, a los efectos de la presente Ordenanza, aquellas prestaciones económicas 

de pago único y carácter extraordinario destinadas a resolver situaciones puntuales de emergencia que afecten a 
personas o familias a las que sobrevengan situaciones de necesidad en las que se vean privadas de los medios de 
vida primarios e imprescindibles, siendo su finalidad el dispensarles una atención básica y urgente en el momento en 
que aquellas se produzcan. 

2. Las Ayudas de Urgencia o Emergencia Social tienen el carácter de subvenciones de carácter directo, destinadas 
a aquellas personas que se encuentren en una situación de extrema urgencia o grave necesidad cuyos recursos no les 
permitan hacer frente a los gastos más imprescindibles para su propia subsistencia o la de su familia. 

3. Las Ayudas de Emergencia Social se caracterizan por: 
- Su carácter finalista, debiendo destinarse para satisfacer la necesidad específicamente señalada en el acuerdo 

de reconocimiento de la ayuda, hecho que debe quedar acreditado. 
- Su carácter subsidiario, respecto de otras prestaciones económicas reconocidas o reconocibles según la 

legislación vigente 
- Su carácter personalísimo e intransferible. 
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- Su carácter transitorio, y no periódico. 
 
Artículo 5. Objetivos. 
 
1. La concesión de ayudas de urgencia persigue el objetivo primordial de satisfacer necesidades puntuales y 

urgentes, para, a partir de la solución de esa situación, poder reconducir en la medida de lo posible las necesidades 
de quien padece las necesidades que se cubren puntualmente. 

2. A partir de la concesión de una ayuda de urgencia, se abrirá un proceso en el que: 
- Se analizará la realidad social individual para detectar las situaciones de necesidad del sujeto para elaborar la 

estrategia más adecuada a fin de favorecer en lo sucesivo el bienestar social y mejorar la calidad de vida. 
- Se adoptarán las medidas oportunas para promover la autonomía personal, familiar del beneficiario y familia, a 

través del desarrollo de sus capacidades. 
- Se contribuirá al desarrollo humano asegurando el derecho de los ciudadanos a vivir dignamente durante todas 

las etapas de su vida. 
- Se favorecerá, en su caso, la integración social de las personas. 
 
TÍTULO II. CONTENIDO, CUANTÍA Y CONDICIONES DE ACCESO DE LAS AYUDAS Y OBLIGACIONES DE 

LAS PERSONAS BENEFICIARIAS 
 
Artículo 6. Contenido de las ayudas. 
 
1. Las Ayudas de Emergencia Social aquí reguladas se destinarán a la satisfacción de una necesidad primaria y 

esencial para la subsistencia de la persona y de su unidad familiar. 
2. A los efectos de esta Ordenanza se consideran situaciones de extrema y urgente necesidad susceptibles de ser 

atendidas mediante una Ayuda de Emergencia Social las siguientes: 
a) Gastos derivados de la vivienda o alojamiento: 
- Gastos derivados del alquiler. 
- Gastos de agua, energía eléctrica, gas u otros suministros esenciales. 
b) Necesidades básicas de Subsistencia: 
- Alimentación. 
- Vestido. 
- Gastos relativos a la educación de menores de la unidad familiar en edad escolar, siempre que no estuvieran 

cubiertos por otras ayudas públicas y fueran fundamentales para la continuidad de su asistencia. 
Ejemplos de Necesidades básicas de subsistencia: 
- Productos de alimentación: arroz, cacao en polvo, atún y otras conservas, tomate, galletas y otros cereales, leche, 

pasta, pan, harina, queso, huevos, frutas, verduras, hortalizas, carne (pollo y cerdo) pescado (boquerones, merluza, 
sardinas, jureles, abadejo y calamar), zumo, batidos, potitos, vinagre, sal y azúcar entre otros alimentos básicos. 

- Lejía, estropajo, detergente para la vajilla, friegasuelos, amoniaco, bayeta, fregona, cubo, cepillo de barrer, 
recogedor, guantes, producto para limpiar el polvo de los muebles y anti grasa entre otros productos básicos. 

- Calzado, ropa interior, pantalón, camiseta, falda, medias/leotardo, jersey, calcetines, vestido, pijama, sábana, 
manta y edredón entre otros productos básicos. 

c) Otros gastos no relacionados, considerados de primera y urgente necesidad, cuya necesidad se justifique 
suficientemente en el informe social elaborado al efecto: 

- Gafas de graduación. 
 
3. No son susceptibles de esta ayuda: 
- Los gastos derivados de obligaciones tributarias y deudas con la Seguridad Social. 
- Los gastos derivados de multas y otras sanciones pecuniarias debidas al incumplimiento de ordenanzas 

municipales. 
- Los gastos derivados del cumplimiento de una sentencia judicial condenatoria. 
 
Artículo 7. Cuantía de las ayudas.  
 
La cuantía máxima anual destinada a las ayudas reguladas en la presente Ordenanza se determinará en el 

Presupuesto General municipal para cada ejercicio económico. El importe global de las ayudas concedidas no podrá 
superar el mencionado límite.  

La cuantía de las ayudas no podrá exceder de 1.000,00€ para cada unidad familiar. 
El importe de las ayudas se determinará por el profesional Técnico de Servicios Sociales municipal a través de 

correspondiente informe motivado atendiendo a las necesidades específicas de cada unidad familiar.   
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Artículo 8. Condiciones generales. 
 
1. El programa de prestaciones municipales se dirige a aquellas personas y familias que se encuentran en situación 

de necesidad social y no tienen cobertura por otros sistemas de protección social. 
2. Las prestaciones tienen un carácter voluntario, temporal y extraordinario. Lo que supone que las prestaciones 

se concederán para un periodo de tiempo establecido. No podrán volver a solicitar dicho recurso hasta que no hayan 
transcurrido como mínimo seis meses desde la solicitud de la anterior ayuda.  

3. Los/las titulares de las Prestaciones Municipales y otros miembros de la unidad familiar de convivencia 
independiente suscribirán con los servicios sociales de base un acuerdo-compromiso que recoja las intervenciones o 
actuaciones específicas. 

4. Las prestaciones sociales municipales concedidas no podrán ser invocadas como precedente. 
5. Estas prestaciones serán intransferibles, y por tanto, no podrán ofrecerse en garantía de obligaciones, ser objeto 

de cesión total o parcial, compensación o descuento, salvo para el reintegro de las prestaciones indebidamente 
percibidas, y/o retención o embargo, salvo en los supuestos y con los límites previstos en la legislación general del 
estado que resulte de aplicación. 

6. La concesión de las prestaciones se ajustará a la correspondiente partida de gasto. No obstante, si se diera un 
incremento de la demanda que genere un gasto superior al previsto, se habilitará la partida en la medida que fuese 
posible y necesario, siempre que haya recursos financieros suficientes para cubrir dicho gasto de acuerdo a la legalidad 
vigente en materia presupuestaria. 

7. Las situaciones de excepcionalidad que pudieran darse en relación a conceptos no contemplados o condiciones 
para acceder a este Programa serán recogidas por los Servicios Sociales, que emitirán los correspondientes informes 
propuesta. 

8. Los servicios sociales comprobarán, por los medios oportunos, la situación económica, laboral y social de los/las 
solicitantes, el destino de las prestaciones al objeto previsto y el cumplimiento de los acuerdos-compromiso. 

 
Artículo 9. Criterios de acceso a las ayudas. 
 

1. En todo caso se deberán cumplir los siguientes requisitos: 
a) Estar empadronado en el municipio de Chauchina. 
b) Residir en el municipio de Chauchina como mínimo seis meses antes de la solicitud. 
c) Estar en situación de desempleo de la persona solicitante y, en su caso, de otras personas mayores de dieciséis 

años pertenecientes a la misma unidad familiar. 
d) No superar los ingresos establecidos al IPREM en vigor, en el ejercicio fiscal correspondiente. Por ejemplo: 
1 miembro: no superar los 600€. 
2 miembros: no superar los 900€. 
3 miembros: no superar los 1.200€. 
4 miembros o más: no superar los 1.500€. 
e) Tener una edad comprendida entre los 25 y los 65 años. 
 
2. Asimismo, tendrán derecho a acceder a estas ayudas los que, cumpliendo con los requisitos anteriores, se 

encuentren en alguna de las siguientes situaciones: 
a) Teniendo una edad inferior a 25 años, tenga cargas familiares. 
b) Familias monoparentales con cargas familiares no compartidas hasta la mayoría de edad de los hijos. 
c) Víctimas de violencia de género. 
d) Unidad familiar con algún miembro con algún grado de discapacidad igual o superior al 65% o valoración de 

dependencia con grado 2 o 3. 
  
A los efectos de esta Ordenanza, se entenderá por unidad familiar la que constituye un núcleo de convivencia, 

compuesto por dos o más personas vinculadas por matrimonio u otra forma de relación estable análoga a la conyugal, 
por parentesco de consanguinidad o afinidad, hasta el cuarto o segundo grado, respectivamente, por adopción o 
acogimiento. 

 
Artículo 10. Obligaciones de las personas destinatarios. 
 
Serán obligaciones de los/las titulares y de los miembros de la unidad económica de convivencia independiente: 
a) Aplicar la prestación a la finalidad para la que fue concedida. 
b) Comunicar los cambios que, en relación a las condiciones generales y requisitos específicos de las Prestaciones, 

pudieran dar lugar a la modificación, suspensión, denegación de las mismas. 
c) Comunicar cualquier cambio relativo al domicilio de residencia habitual del titular. 
d) Reintegrar el importe de las prestaciones indebidamente percibidas o en cuantía indebida. 
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e) Suscribir y cumplir el acuerdo-compromiso firmado con los Servicios Sociales municipales. 
f) Facilitar la labor de los/las trabajadores/as sociales ofreciéndoles cuanta información sea necesaria para la 

elaboración del informe social que permita valorar sus circunstancias económicas y personales, manteniendo en todo 
momento una actitud colaboradora. 

g) Justificar de forma adecuada la subvención concedida.  
 
Artículo 11. Régimen de incompatibilidades. 
 
Esta subvención resulta compatible con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 

procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales 

 
Artículo 12. Seguimiento de las ayudas. 
 
Serán los Servicios Sociales quienes hagan el seguimiento de las situaciones de necesidad protegida por las 

ayudas de emergencia social, así como el destino dado a las mismas, pudiendo requerir a los beneficiarios la 
información o documentación necesaria para el ejercicio de dicha función de forma adecuada. 

 
TÍTULO III. PROCEDIMIENTO PARA LA CONCESIÓN DE LAS AYUDAS 

 
Artículo 13. Solicitud. 
 
Las solicitudes se presentarán ante el Registro Municipal de este Ayuntamiento, según modelo establecido, sin 

perjuicio de lo establecido en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 

 
Dichas solicitudes irán firmadas por la persona interesada o por su representante legal. 
 
Artículo 14. Documentación. 
 
1. Junto a la solicitud que se presentará en el modelo oficial los interesados/as deberán aportar los documentos 

necesarios para justificar el cumplimiento de los requisitos establecidos para cada una de las prestaciones solicitadas. 
Entre las que se encuentran las siguientes: 

a) Fotocopia del NIF o documento de identificación personal y de todos los demás miembros de la unidad 
económica de convivencia independiente. 

b) Resolución Ley de Dependencia y/o resolución de discapacidad por el CVO (Centro de Valoración y Orientación).   
c) Fotocopia del Libro de Familia, o en su defecto documento acreditativo de la guarda, custodia o tutela, y/o 

certificado de matrimonio, de inscripción como pareja de hecho y nacimiento. 
d) Certificado de residencia y, en su caso, de convivencia, expedido por el Ayuntamiento. 
e) Acreditación de cualquier otro ingreso (pensiones del extranjero, alquileres, rendimientos agrícolas, 

empresariales o de capital) de los miembros de la unidad familiar de convivencia. 
f) Certificado de titularidad bancaria. 
g) Certificado de prestaciones del SEPE. 
h) Certificado integrado del INSS. 
i) Fotocopia de recibo del último pago del convenio regulador o resolución correspondiente. 
j) Certificado de estar al corriente de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social. 
k) Fotocopia de la demanda de empleo y mejora de empleo para los miembros de la unidad familiar mayores de 16 

años.  
l) Documento justificativo de matriculación/escolarización de los miembros de la unidad familiar que se encuentren 

estudiando. 
m) Contrato de alquiler si resulta procedente. 
n) Documentos que den origen a la solicitud (reclamaciones de cantidades por alquiler, requerimientos de pago con 

aviso de suspensión de suministro de energía eléctrica o de gas y similares). 
ñ) Cuantos otros documentos sean requeridos por los Servicios Sociales en atención a la situación concreta o tipo 

de ayuda solicitada. 
o) Fe de vida laboral los miembros de la unidad familiar mayores de 16 años. 
p) Si procede, denuncia por VIOGEN. 
q) Documentación de separación, divorcio o convenio regulador. 
r) Si la unidad familiar tiene vivienda en régimen de alquiler, fotocopia del contrato de alquiler.  
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s) Si la unidad familiar tiene vivienda en régimen de hipoteca, fotocopia del documento que acredite la cantidad 
económica que abona por ese concepto.  

t) Cualquier otro documento que se considere necesario para valorar las circunstancias motivadas en la solicitud.  
2. Se garantizará la confidencialidad de los datos y su adecuado procesamiento, debiendo respetarse en todo caso 

lo dispuesto en la Ley Orgánica de Protección de Datos. El solicitante deberá firmar autorización expresa de tratamiento 
de datos de carácter personal.  

 
Artículo 15. Instrucción y resolución del expediente. 
 
1. Si la solicitud no reúne todos los datos y documentos aludidos anteriormente se requerirá al interesado para que, 

en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que si así no lo 
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en 
el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 

2. La solicitud y documentación presentada será estudiada y valorada por los Trabajadores Sociales del 
Ayuntamiento. Estos técnicos emitirán un informe escrito en el que se pondrá de manifiesto si el interesado cumple los 
requisitos señalados para percibir las prestaciones solicitadas y contempladas en el Servicio. 

3. La Alcaldía, visto el informe social resolverá la adjudicación de las ayudas de emergencia social en el plazo 
máximo de tres meses. Si transcurrido este plazo no obtiene contestación, se considerará desestimada. 

La ayuda concedida se hará efectiva en el momento de la firma de la Resolución de conformidad con las 
condiciones previstas en la misma. 

 
Artículo 16. Denegación de la prestación. 
 
La denegación de las solicitudes que deberá ser motivada, procederá por alguna de las siguientes causas: 
- No cumplir los requisitos exigidos. 
- Negativa a suscribir y negociar un acuerdo-compromiso. 
- Poder satisfacer adecuadamente las necesidades por sí mismo y/o con el apoyo de sus familiares, representante 

legal o guardadores de hecho. 
- Corresponder la atención al solicitante, la naturaleza de la prestación o por razón de residencia, a otra 

administración pública. 
- Por constar en su expediente personal no haber cumplido en otras ocasiones en que se hayan concedido ayudas 

puntuales de emergencia, con las obligaciones mínimas impuestas en el acuerdo. 
- Por cualquier otra causa debidamente motivada. 
 
TÍTULO IV. JUSTIFICACIÓN DE LAS AYUDAS. SUSPENSIÓN Y EXTINCIÓN 
 
Artículo 17. Justificación. 
 
1. En la resolución de concesión se expresará la obligación de el/la beneficiario/a de justificar la aplicación de la 

ayuda a la situación de necesidad a la que se orientaba. 
2. La justificación de la ayuda se realizará en el plazo máximo de tres meses desde su concesión, mediante la 

presentación de facturas, recibos o justificantes que acrediten de forma fehaciente los gastos realizados. 
3. Las facturas y justificantes presentados a efectos de la justificación deberán ser originales y contener, como 

mínimo, los datos de su emisor y destinatario, haciendo constar su número de identificación fiscal, el bien o servicio 
objeto de la contraprestación y el importe del mismo, con expresión de la parte correspondiente al IVA, y la fecha de 
expedición de la misma. 

 
Artículo 18. Suspensión la prestación. 
 
La suspensión de la prestación podrá ser motivada por la pérdida temporal de algunos de los requisitos de la misma 

o por el incumplimiento de las obligaciones del destinatario/a recogidas en el artículo 9 de esta Ordenanza. 
La suspensión se mantendrá mientras persistan las circunstancias que hubieran dado lugar a la misma por un 

periodo continuado máximo de un mes transcurrido el cual se procederá a la extinción del derecho a la prestación. 
 
Artículo 19. Modificación de la prestación. 
 
La prestación podrá ser modificada por: 
- Modificación del número de miembros de la unidad económica de convivencia independiente. 
- Modificación de los recursos que hayan servido de base para el cálculo de la prestación. 
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Artículo 20. Extinción de la prestación. 
 
Se producirá la extinción de la prestación por los siguientes motivos: 
- Por fallecimiento, renuncia o traslado del solicitante fuera del municipio de Chauchina. 
- Por la desaparición de la situación de necesidad. 
- Por ocultamiento o falsedad en los datos que han sido tenidos en cuenta para conceder la prestación. 
- Por la pérdida de algunos de los requisitos o condiciones exigidos para ser beneficiario de la prestación. 
- Por no destinar la prestación al objeto de la misma. 
- Por mantenimiento de una situación de suspensión por periodo continuado superior a un mes. 
 
Artículo 21. Suspensión Cautelar de la prestación. 
 
Con independencia de que se haya iniciado o no un procedimiento de extinción, bien de oficio o a instancia de parte 

se podrá proceder a la suspensión cautelar del pago de la prestación cuando se hubieran detectado en la unidad 
económica de convivencia independiente indicios de una situación que implique la pérdida de alguno de los requisitos 
exigidos para el reconocimiento o mantenimiento de la misma. 

Se deberá resolver acerca del mantenimiento, suspensión o extinción de la prestación en un plazo máximo de tres 
meses desde la adopción de la suspensión cautelar. 

 
Artículo 22. Desistimiento y renuncia. 
 
La persona solicitante podrá desistir de su solicitud o renunciar a su derecho a la prestación reconocida, mediante 

escrito dirigido al Ayuntamiento. Este dictará resolución en que se exprese la circunstancia en que concurre con 
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. 

 
Artículo 23. Reintegro. 
 
Procederá el reintegro de las cantidades obtenidas en concepto de Ayuda de Emergencia Social, con la exigencia 

del interés de demora establecido legalmente, en los siguientes casos: 
a) Haber obtenido la ayuda falseando u ocultando datos que hubieran determinado su denegación. 
b) Destinar la ayuda a otros fines distintos de aquellos que se hubieran especificado en la resolución de concesión. 
c) No justificar la aplicación de la Ayuda, o justificar fuera de plazo. 
d) En los demás supuestos previstos en la legislación reguladora de subvenciones. 
 

TÍTULO V. RÉGIMEN SANCIONADOR 
 
Artículo 24. Potestad Sancionadora. 
 
La potestad sancionadora corresponderá a la Alcaldía, dentro del ámbito de sus competencias, sin perjuicio de dar 

cuenta en su caso a las Autoridades Gubernativas y judiciales, en el caso de que puedan constituir un objeto constitutivo 
de delito o falta de las conductas e infracciones cuya sanción e inspección tengan atribuidas legal o 
reglamentariamente, siempre previa incoación del expediente administrativo correspondiente, de conformidad con la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y el Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

 
Artículo 25. Infracciones. 
  
A efectos de la presente Ordenanza, las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves. 
Se consideran infracciones muy graves la reincidencia en la comisión de las graves, y cualquiera de las que se 

enumeran a continuación: 
- El impedimento o la grave y relevante obstrucción al normal funcionamiento de este servicio. 
- La obtención de la ayuda de emergencia social falseando u ocultando los datos en base a los cuales se hubiese 

elaborado el informe social, determinantes para la concesión. 
- La no aplicación o aplicación parcial de la ayuda a la finalidad específica determinada en la resolución. 
- Falta de justificación de la aplicación de la ayuda en los términos establecidos en el artículo 15. 
 
Se consideran infracciones graves la reincidencia en la comisión de las leves y la perturbación del normal 

funcionamiento de este Servicio. 
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Se considerarán faltas leves todas aquellas infracciones a esta Ordenanza que no estén tipificadas ni como graves 
ni como muy graves. 

  
Artículo 26. Sanciones. 
 
1. Las infracciones serán sancionadas con: 
-  Infracciones muy graves: imposibilidad de concesión de las ayudas reguladas por esta Ordenanza por un tiempo 

de 1 año desde la declaración de la infracción. 
- Infracciones graves: imposibilidad de concesión de las ayudas reguladas por esta Ordenanza por un tiempo de 

nueve meses desde la declaración de la infracción. 
- Infracciones leves: imposibilidad de concesión de las ayudas reguladas por esta Ordenanza por un tiempo de seis 

meses desde la declaración de la infracción. 
 
Artículo 27. Prescripción. 
 
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses. 
 Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los 

dos años y las impuestas por faltas leves al año. 
 
Disposición final primera. Normativa supletoria. 
 
En lo no previsto en esta Ordenanza se estará a lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones; R.D. 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones; 
Bases de Ejecución del Presupuesto General del Ayuntamiento de Chauchina y demás normativa complementaria. 

 
Disposición final segunda. Desarrollo y ejecución de la Ordenanza. 
 
Queda facultada la Alcaldía, u órgano que actúe en su delegación, para dictar cuantas disposiciones internas sean 

necesarias para el desarrollo y aplicación de esta norma, siempre que no suponga su modificación. 
 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
 
La presente Ordenanza entrará en vigor a los quince días de su publicación íntegra en el Boletín Oficial de la 

Provincia de Granada de conformidad con los artículos 65.2 y 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa 
 

Lo que se hace público para conocimiento de todos. 

Chauchina, a 2 de octubre de 2026. EL ALCALDE. Fdo: Jesús Fernández Moreno 
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